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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de 
Primera  Instancia, 

Sala de Arecibo 
 

Criminal núm.: 
AR2015CR1246 
 

Por: CP Art. 245 
Grave (2012) 

 

Panel integrado por su presidente el Juez González Vargas, la 
Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 

 
Rivera Torres, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

 Comparece ante este foro apelativo el Sr. Luis O. Soto 

Rosado (el señor Soto Rosado o el peticionario) mediante recurso 

de certiorari y nos solicita que revoquemos la Resolución emitida el 

20 de junio de 2016 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Arecibo (el TPI). Mediante la misma, dicho foro declaró no ha lugar 

la moción desestimación, presentada por el peticionario, al amparo 

de la Regla 64(P) de Procedimiento Criminal. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega la expedición del recurso de certiorari.   

I. 

 El 25 de diciembre de 2015, el Ministerio Público presentó 

una denuncia en contra del señor Soto Rosado por el delito de 

empleo de violencia o intimidación contra la autoridad pública (Art. 

245 del Código Penal de 2012). Se alegó que el señor Soto Rosado 

agredió al policía municipal José M. Pérez Rodríguez en el área del 

pecho y luego lo mordió en el antebrazo izquierdo. El caso fue 

sometido ante un magistrado, quien determinó causa probable 
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para arresto. La vista preliminar se celebró el 9 de febrero de 2016.  

La prueba de cargo consistió del testimonio de los agentes Angel 

Ríos, José Pérez Rodríguez y José Rivera Vergara. Con la prueba 

presentada en la vista, el magistrado encontró causa probable para 

acusar al peticionario por el delito imputado. 

El 1 de junio de 2016, el señor Soto Rosado presentó una 

moción solicitando desestimación al amparo de la Regla 64(P) de 

Procedimiento Criminal. Alegó que fue arrestado el 24 de diciembre 

de 2015 a las 11:30 pm y llevado ante el juez el 26 de diciembre de 

2015 a las 5:30 pm, lo que excedió el término de 36 horas 

dispuesto jurisprudencialmente. Añadió que no existió una razón 

justificada para la demora entre el arresto y su presentación ante 

un magistrado.      

 El Ministerio Público se opuso a la moción de desestimación 

el 2 de junio de 2016. Adujo que en etapas anteriores, entiéndase 

Regla 6 y Vista Preliminar, el señor Soto Rosado había presentado 

el planteamiento de la dilación y el tribunal lo resolvió. Especificó 

que como no recurrió mediante un recurso de certiorari de esas 

determinaciones oportunamente, renunció a replantear el mismo y 

quedó subsanado cualquier error. Además, amparándose en Powell 

v. Nevada, 114 St.Ct. 1280, puntualizó que la mera violación del 

término para presentar un arrestado ante un juez no 

necesariamente conllevaba la desestimación de las acusaciones. 

Celebrada la vista para discutir la moción de desestimación, 

el 20 de junio de 2016, el TPI la declaró No Ha Lugar.   

Inconforme, el señor Soto Rosado acude ante este tribunal 

apelativo y señala que erró el TPI al denegar la moción de 

desestimación basada en la Regla 64 (P) de Procedimiento Criminal 

y el caso Pueblo v. Aponte Nolasco, 167 DPR 578 (2006). 

Prescindimos de la comparecencia de la Oficina de la 

Procuradora General conforme a la Regla 7 (B) (5) del Reglamento 
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del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B.1 Examinado el 

escrito del señor Soto Rosado, estamos en posición de resolver. 

II. 

-A- 

La Regla 22(a) de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 

22(a), dispone que una vez se arresta a una persona esta debe ser 

trasladada ante un magistrado sin dilación innecesaria. En casos 

en que el arresto se produce sin una orden, el propósito principal 

de dicho requisito es permitir al magistrado convalidar con 

prontitud la existencia de causa probable para arresto.2    

En nuestra jurisdicción no deben transcurrir más de 36 

horas entre el arresto de los imputados y su presentación ante un 

magistrado. Una vez una persona es arrestada, las autoridades 

deben presentarlo ante un magistrado lo antes posible. Es decir, 

inmediatamente luego de ser completados los trámites 

administrativos incidentales al arresto. En ausencia de 

circunstancias extraordinarias, dicho trámite no debe tomarle al 

Estado más de 36 horas y cualquier demora en exceso de ese 

término se presume injustificada. Lo anterior no implica que toda 

dilación mayor de 36 horas se considerará incontrovertiblemente 

injustificada pues, en circunstancias excepcionales, el Estado 

podría justificar una dilación mayor. Pueblo v. Aponte, supra, pág. 

585.    

-B- 

Para determinar si procede la expedición de un recurso de 

certiorari en el que se recurre de una resolución interlocutoria, 

debemos acudir a lo dispuesto por la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. Esta Regla 

                                                 
1 Este Tribunal puede “prescindir de términos no jurisdiccionales, específicos,” 

escritos, notificaciones o procedimientos adicionales, ello “con el propósito de 

lograr su más justo y eficiente despacho...”. 
2
 En el caso de un arresto sin una orden, la exigencia de llevar al arrestado ante 

un magistrado sin dilación innecesaria es de raigambre constitucional. Pueblo v. 
Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006), nota al calce número tres (3).    
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enumera los criterios que debemos considerar al momento de 

determinar si procede que expidamos el auto discrecional 

certiorari. IG Builders Corp. et al. v. 577 Headquarters Corp., 185 

DPR 307, 336 (2012).    

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari:     

A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  
 
B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.   
 
C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  
 
D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   
 
E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.   
 
F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.   
 
G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa  evita  un fracaso de la justicia.    

 
Los criterios antes transcritos nos sirven de guía para, de 

manera sabia y prudente, tomar la determinación de si procede o 

no intervenir en el caso en la etapa del procedimiento en que se 

encuentra. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008). De no encontrarse presente alguno de los criterios 

anteriormente enumerados en un caso que se nos presenta, no 

procede nuestra intervención. 

III. 

En el presente caso el peticionario fue llevado ante un juez 

transcurridas casi 42 horas desde su arresto. Este entiende que la 

demora fue irrazonable, por lo que solicita la desestimación de la 

denuncia en su contra.   
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En atención a que el tiempo transcurrido entre el arresto del 

peticionario y su presentación ante el magistrado fue mayor de 36 

horas, se presume que la dilación fue irrazonable. No obstante, tal 

y como resolvió el TPI, existían circunstancias excepcionales que 

justificaron la dilación del Estado en llevar al peticionario ante un 

magistrado. Veamos. 

De la transcripción de la vista preliminar se desprende que el 

peticionario fue arrestado a las 11:30 pm del 24 de diciembre de 

2015. Los agentes le buscaron asistencia médica al peticionario y 

este se negó. También se negó cuando procedieron a llevarlo al 

hospital. Sin embargo, el agente agredido sí recibió atención 

médica, por lo que estuvieron un rato en el hospital. Coincidimos 

con las siguientes expresiones emitidas por el TPI: 

“En este caso, dada las fechas que se trataba, verdad, 
y tomando en cuenta también que el término en 
exceso, pues, fueron unas 5 horas, aproximadamente, 
tomando en cuenta también el tiempo en que se buscó 
la asistencia médica, este Tribunal […] entiende que 
hubo una causa justificada y que no es [i]rrazonable 
la extensión en exceso de las 36 horas.”3 

 

En conclusión, entendemos que no es meritoria nuestra 

intervención con la Resolución aquí impugnada en esta etapa de 

los procedimientos. El peticionario no nos presentó elementos que 

demuestren que el TPI haya abusado de su discreción al momento 

de resolver su moción de desestimación. Tampoco nos evidenció 

que el tiempo transcurrido entre su arresto y posterior traslado 

ante el magistrado fue irrazonable y que ello le violentó su derecho 

a un debido proceso de ley. La demora fue debidamente justificada 

por las circunstancias particulares del caso. Actuó correctamente 

el TPI al determinar la existencia de causa probable para acusar 

contra el peticionario. 

 

 

                                                 
3 Anejo VI del recurso de certiorari, págs. 21-22. 
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IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, se deniega la 

expedición del auto solicitado. 

Notifíquese. 

Lo   acordó   y   manda   el  Tribunal  y  lo   certifica  la  

Secretaria del Tribunal.   

       

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


